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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 27/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********.*********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DELEGADO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, ZONA HUASTECA NORTE.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veinte de enero de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 27/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diez de enero de dos mil veinte, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad la determinación contenida en el oficio sin número de fecha *********, signado por el Delegado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte, mediante el cual da respuesta al escrito presentado el seis de diciembre del mismo año.
II.- Por acuerdo de dieciocho de marzo de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once horas del veinticuatro de noviembre del mismo año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y XI, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción, mediante la respuesta recaída a la solicitud formulada por el hoy actor con relación al otorgamiento de un permiso para la prestación del servicio público de transporte, respecto de la cual se inconforma.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado queda plenamente demostrado con el documento que corre agregado a folios 013 al 015 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentra directamente dirigido al C. *********L, mediante el cual la autoridad demandada dio respuesta a su escrito presentado el 06 de diciembre de 2019, resultando improcedente su petición; es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto impugnado, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su calidad de Delegado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte, con sede en Ciudad Valles, S.L.P., autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a folios 061 y 062 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

No obstante lo anterior, cabe precisar, por lo que respecta al C. *********, en su calidad de Delegado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte, con sede en Ciudad Valles, S.L.P., señalada como autoridad demandada en el presente juicio, formuló su contestación de manera extemporánea, por lo que mediante acuerdo de veintiséis de octubre de dos mil veinte, se tuvo por precluído el derecho para contestar la demanda.

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 al 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte del actor en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.-  Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- A juicio de esta Primera Sala Unitaria, los conceptos de impugnación del escrito de demanda son inoperantes, para decretar la nulidad del acto impugnado, de conformidad con lo siguiente:

Primeramente, cabe precisar, que el acto impugnado consiste en la determinación contenida en el oficio sin número de fecha trece de diciembre de dos mil diecinueve, signado por el Delegado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte, mediante el cual da respuesta al escrito presentado por el hoy actor el seis de diciembre del mismo año; el cual, en la parte conducente, establece:
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De la reproducción anterior, se advierte que la negativa a tener por interpuesto el denominado “…incidente de rectificación y actualización de la resolución dictada el *********…”, promovido por el hoy actor ante dicha autoridad, se sustentó en los motivos siguientes:
· Que no es un recurso previsto por la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, que regula el actuar de la Delegación de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte; 
· Que si bien en el escrito de fecha *********, se advirtió que el hoy actor sostuvo que el permiso temporal para la prestación del servicio público de transporte en la modalidad Mixto de Carga y Pasaje que fue autorizado mediante la resolución de *********, para operar en la ruta “*********”, “existe un error”, siendo su pretensión prestar el servicio en la ruta “*********; lo cierto es, que es falso que exista un error en la referida resolución, ya que del expediente integrado con motivo del citado permiso, la autoridad advirtió que si bien la solicitud del hoy demandante inicial establecía la ruta “************”, no menos cierto es que, mediante escrito de fecha 30 de mayo de 2018, solicitó una corrección de ruta a la comprendida de “*********”, y con motivo de lo anterior, fue que al emitirse la resolución de *********, el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, atendió a la última de las rutas solicitadas, autorizando la prestación de servicio en la misma (*********);
· Que además el hoy actor consintió la referida resolución de *********, puesto que a la fecha de emisión de la respuesta que nos ocupa, no existía antecedente alguno de haberse impugnado mediante recurso de revisión o juicio de nulidad y que incluso, dicha posibilidad se hizo de su conocimiento expresamente, tanto en la resolución de autorización en comento (Resolución de fecha *********), como en el oficio de notificación de la misma;
· Que aunado a lo antes expuesto, al haber sido omiso el hoy actor en dar cumplimiento al pago de derechos para la presentación del servicio de transporte, con fecha 01 de abril de 2019, le fue expedido el oficio con folio *********, dirigido a la Recaudadora de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, en Tancanhuitz, S.L.P., pagando los derechos correspondientes, de manera voluntaria, en fecha 01 de abril de 2019, lo que se evidencia del recibo de pago con número de folio *********;

· Que atendiendo al artículo 17 de la "Convocatoria y bases para el otorgamiento de permisos a personas físicas o morales para la prestación de servicio público en las modalidades Rural, Servicios Especiales y de Carga", publicada en el Periódico Oficial del Estado mediante edición extraordinaria de fecha 10 de agosto de 2016; como permisionario, tuvo el plazo de noventa días naturales para presentar el vehículo con el que se prestaría el servicio público de transporte, requisito con el que, a la fecha de emisión del oficio en respuesta que nos ocupa, no había cumplido; operando en su contra la caducidad del permiso, en términos de lo preceptuado por el artículo 53 fracción I de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; 
· Que de la resolución de 21 de noviembre de 2018, por la que se autorizó el permiso temporal para la prestación del servicio público de transporte en la modalidad Mixto de Carga y Pasaje, se advierte que le fue otorgado por una vigencia de un año, por lo que, considerando que la notificación respectiva ocurrió en fecha 04 de diciembre de 2018, había feneció la vigencia del mismo sin que existiera solicitud de renovación alguna; 
· Que además el Consejo Municipal de Transporte había hecho saber que en la ruta pretendida existía saturación de unidades brindando el servicio de transporte público, como era del conocimiento del hoy actor, por haber estado presente, en las reuniones de trabajo sostenidas con la representación de la coalición de transportistas, tanto en las oficinas centrales de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, así como en dicha Delegación (Zona Huasteca Norte), concluyéndose que solo existía disponibilidad en las rutas: 1) “*********”; 2) “*********”; y 3) “*********”, de entre las cuales el hoy demandante se negó a aceptar como posibilidad.

Ahora bien, el actor manifestó en el escrito de demanda, como motivos de inconformidad lo siguiente:
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(Énfasis añadido)

De lo anteriormente expuesto, se desprende la inoperancia de lo manifestado por la parte actora, ya que si bien es cierto para el estudio de los agravios basta con expresar la causa de pedir, ello no implica que el impetrante se límite a realizar meras afirmaciones sin fundamento, y menos aún como en el presente caso, que los mismos sean ambiguos o superficiales, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado; por ende, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse a las razones decisorias o argumentos que sustentan el mérito de la decisión, contenida en el oficio sin número de fecha trece de diciembre de dos mil diecinueve —anteriormente reproducido-, mediante el cual la autoridad demandada dio respuesta al escrito presentado por el hoy actor el seis de diciembre del mismo año, pues las simples manifestaciones expuestas por el impetrante, no ataca jurídicamente los razonamientos que la autoridad demandada esgrimió para sostener el acto impugnado.

Tienen aplicación las Jurisprudencias Nos. I.4o.A. J148 y 1a./J. 81/2002, sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXV y XVI; Enero de 2007 y Diciembre de 2002; Páginas 2121 y 61, respectivamente; que establecen:
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Máxime las simples manifestaciones del demandante, además de no referirse a las razones decisorias o argumentos que sustentan el acto controvertido, van dirigidas a descalificar la legalidad de actos diversos al impugnado, como lo es la manifestada 'queja" supuestamente presentada ante el Titular de la multicitada Secretaría, respecto de la que afirma dicho funcionario ordenó la rectificación de la ruta que le fue asignada en la resolución de 21 de noviembre de 2018, incluso manifestando violaciones al supuesto procedimiento, al afirma que jamás fue citado en relación a la referida "queja" para darle el seguimiento legal, coartándole su derecho a la "defensa como ser humano" y privándole su derecho a un debido proceso, constituyendo una violación procesal que le produjo un estado de indefensión al imposibilitarlo para comparecer a deducir sus derechos, por lo que a fin de que se repare la violación manifestada, solicita se ordene a la autoridad el desahogo de los medios de prueba necesarios para el debido proceso supuestamente instaurado en su contra, así como de una supuesta "sesión a puerta cerrada" en la cual manifiesta tampoco fue citado; en esa razón dichas manifestaciones al no atacar jurídicamente los razonamientos que se esgrimieron para fundar el acto controvertido, se reitera, resulta evidente la inoperancia de las mismas.

Pues no debe soslayarse que, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de impugnación deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto impugnado, lo cual no sucedió en la especie, ya que no debe perderse de vista que el acto aquí controvertido lo constituye la respuesta recaída a la solicitud formulada por el propio actor el 06 de diciembre de 2019, no así la resolución definitiva de un procedimiento instaurado su contra en donde la autoridad debió respetar las formalidades esenciales de procedimiento, como lo es el derecho de audiencia que alude se transgredió; por lo que esta Primera Sala Unitaria debe considerar al pronunciar sentencia, que el acto impugnado, goza de presunción de legalidad, conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del propio Código Procesal, por lo que debe ser desvirtuada por la parte actora, lo cual no aconteció.

Tienen aplicación, por analogía, las Jurisprudencias Nos. I.6o.C. J/15, IV.3o.C. J/1 y V.2o. J/1, sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XII, XXI y I; Julio 2000, Junio 2005 y Abril 1995; Páginas 621, 655 y 70, respectivamente; que establecen:
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No pasa inadvertido para esta Sala Juzgadora, que la parte actora solicita la "suplencia de la queja", con fundamento en el artículo 76 bis de la Ley de Amparo que a su consideración resulta aplicable supletoriamente al presente juicio contencioso administrativo, manifestando que es "...un asunto en el que al Quejoso lo han dejado sin defensa alguna, existiendo evidente violación de Garantías y un estado de INDEFENSIÓN. Y esto sucedió cuando fui notificado por el PROPIO SECRETARIO Y DIRECTOR DE LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES EN EL ESTADO S.L.P., se desprende que la determinación que tomo en forma por demás personal de quitarme EL DERECHO A LA CONCESIÓN SINO ACEPTO LO QUE DICHA DEPENDENCIA QUIERE HACER Y MANDARME A UNA RUTA QUE NO CONOZCO, DEJANDO LA RUTA QUE POR MAS DE ****** AÑOS HE EXPLOTADO"

Sin embargo, dicha manifestación a consideración de esta Primera Sala Unitaria deviene inoperante por inatendible, en primer lugar, porque el presente juicio no se rige por la Ley de Amparo, sino por lo dispuesto en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin que éste último contemple la aplicación supletoria de aquélla Ley para el trámite del juicio que nos ocupa, aunado a que el precepto al que alude el actor (Artículo 76 bis), pertenece a la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 1936 y que fue abrogada mediante decreto publicado en el mismo Órgano de Difusión Oficial el 02 de abril de 2013, al publicarse la Ley de Amparo en vigor; y en segundo lugar, el actor pretende se supla las deficiencias de sus manifestaciones de inconformidad, en contra de la resolución de 21 de noviembre de 2018, emitida el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosi, mediante la cual se le otorgó el permiso temporal para la prestación del servicio público de transporte en la modalidad de Mixto de Carga y Pasaje, para llevar a cabo la ruta "*********", con vigencia de *********, empero dicho acto no constituye el impugnado en el presente juicio, por ende, no puede analizarse los cuestionamientos en contra de dicho acto de autoridad y menos aún, suplirlos en sus deficiencias, pues se reitera, el acto impugnado lo constituye la determinación contenida en el oficio sin número de fecha *********.

Cuanto más el impetrante no contradijo lo expuesto por la autoridad demandada en el acto impugnado, consistente en que el denominado "...incidente de rectificación y actualización de la resolución dictada el *********...", no se trata de un recurso previsto por la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, que regula el actuar de la Delegación de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte; así como que el hoy actor consintió la referida resolución de *********, puesto que a la fecha de emisión de la respuesta de mérito, no existía antecedente alguno de haberse impugnado mediante recurso de revisión o juicio de nulidad; por ende, se reitera, no puede analizarse la legalidad de la resolución de *********, ni aun pretendiendo la suplencia de la queja deficiente, ya que dicha resolución no fue combatida de manera oportuna por sus propios motivos y fundamentos, aunado a que el acto impugnado en el juicio (oficio sin número de fecha *********), tampoco constituye la resolución recaída a un recurso previsto en la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, respecto del cual al interponerse el juicio permita analizar la legalidad de la resolución originalmente recurrida.

De igual manera, no pasa inadvertido para esta Sala Juzgadora, que el demandante hace referencia de manera genérica a que se transgredió el principio pro persona; sin embargo, dicha afirmación resulta inoperante, dado que se necesitan requisitos mínimos para el análisis del principio solicitado.

En este contexto, según lo ha interpretado la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, tratándose del control que deba ejercerse a petición de parte está supeditado a que se cumplan los requisitos mínimos del planteamiento respectivo, consistentes en que, aunado a que se pida la aplicación del principio pro persona o se impugne su falta de aplicación por la autoridad responsable, se señale también cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende, se indique la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental que se está viendo restringido y se precisen los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles.

Lo anterior con apoyo en el criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados en la tesis y jurisprudencia que enseguida se transcribe, respectivamente:
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Debe precisarse que del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de derechos alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes; de lo que se sigue que la aplicación de dicho principio (pro persona o pro homine), no implica que al ejercer la función jurisdiccional se dejen de observar los principios legales o las restricciones que prevén las normas.

Máxime si como en la especie, no se actualiza la antinomia de dos normas que tutelan derechos humanos para que esta Primera Sala Unitaria interprete cuál es la que resulta de mayor beneficio para la parte actora, la invocación del principio pro homine o pro persona no es el idóneo para resolver la cuestión efectivamente planteada, pues cabe agregar que si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, implicó el cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los tratados de derechos humanos, ello no implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, ésta se aplique, lo cual no acontece en la especie.

Lo anterior encuentra sustento en las jurisprudencias cuyos datos de localización, rubro y contenido se transcriben a continuación.
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De igual manera, no debe soslayase que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a dilucidado en la tesis 1 a. CCVII/2018 (10a.), que enseguida se cita, que el multicitado principio, sólo puede utilizarse en su vertiente de criterio de selección de interpretaciones cuando éstas resultan plausibles. Criterio del tenor siguiente:
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Aislada
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En las relacionadas condiciones, al no acreditar el demandante que en relación con el acto impugnado se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 150 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevalece la presunción de legalidad del referido acto controvertido, debiéndose en consecuencia reconocer la VALIDEZ de la determinación contenida en el oficio sin número de fecha *********, signado por el Delegado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, Zona Huasteca Norte, mediante el cual da respuesta al escrito presentado por el hoy actor el *********, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerandos Sexto de esta sentencia.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora no probó su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ del oficio sin número de fecha *********, precisado en el Resultando I de la presente sentencia, por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a la Autoridad Demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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